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INTRODUCCIÓN






Los caminos torcidos de la consolidación democrática mexicana


Increíble. Para aquellos que nacimos a partir de la década de los cuarenta, la Revolución mexicana ya era historia y en materia política el gran partido oficial, el PNR-PRM-PRI, aparecía como una realidad tan cotidiana, normal y apabullante como permanente e indestructible. Por eso, lo ocurrido en las urnas el 2 de julio de 2000, aunque esperado y enteramente explicable en términos analíticos, no dejó de tener algo de insólito e increíble.


Ese 2 de julio, tras monopolizar el Poder Ejecutivo por 71 años consecutivos, la institución que perdió el control sobre la supuestamente poderosa Presidencia mexicana, no fue realmente un partido político sino una organización que desde su origen pretendió que se le viera como el único representante legítimo no de una parte del espectro político mexicano sino del todo, del conjunto nacional. Y tan espectacular como su derrota fue la forma: por la vía pacífica, ¡la electoral! Eso nunca antes había sucedido en México. Años atrás, no lejos de su muerte, uno de los dirigentes más importantes y representativos del PRI —el líder sindical Fidel Velázquez— aseguró que si su partido había ganado el poder por la fuerza (la Revolución mexicana) sólo por la fuerza lo abandonaría. Sin embargo, tras las elecciones del verano de 2000, el jefe nato de ese partido de Estado —el presidente de la República— ya no tuvo otra salida que aceptar incondicionalmente su derrota y rendir la plaza sin resistencia. Todo pareció indicar entonces que finalmente la sociedad mexicana, apoyada por un entorno internacional favorable, se había impuesto a una clase política autoritaria y corrupta. Se suponía que se había acabado con toda una forma de vida colectiva, con toda una cultura política antidemocrática, humillante y corrupta, muy corrupta. El futuro político de México lucía francamente promisorio. Sin embargo, en diciembre de 2006, al concluir el primer gobierno del nuevo régimen, esa seguridad democrática se había debilitado y mucho. Se comprobaba lo afirmado por el clásico: el pasado nunca pasa, ni siquiera es pasado. Cada vez es más claro que la formidable y terrible herencia del PRI se mantiene viva.


De la euforia a la crispación y a la incertidumbre. En la actualidad, y políticamente hablando, México está tan dividido en dos campos irreconciliables —con el “en medio” de siempre— al punto que su atmósfera tiene semejanza con la que se respiraba a mediados del siglo XIX, cuando iba in crescendo la disputa por la nación entre liberales y conservadores. Para unos, la responsabilidad principal de esa pérdida del optimismo inicial recae sin duda en una izquierda populista y rijosa que no supo volver a perder con gracia —ya no reeditó 1988 y menos 1994 y 2000— y que en vez de contribuir a fortalecer el entramado institucional, lo ha debilitado.1 Para otros, por el contrario, la responsabilidad de lo ocurrido es de una derecha tramposa, que ha decidido atrincherarse en las estructuras del poder institucional para defender los privilegios que le otorga una estructura social donde una sola familia puede acumular una fortuna de 53,000 millones de dólares mientras que, por otro lado, 20% de las familias más pobres tiene que sobrevivir con apenas 3.1% del ingreso disponible.2


Independientemente de la orientación ideológica, hay casi un consenso en México sobre el mal papel que desempeñó el principal responsable político del primer gobierno del nuevo régimen —el presidente Vicente Fox—, pues simplemente no estuvo a la altura de su responsabilidad histórica y dañó el proceso de consolidación democrática en su etapa inicial. Nunca antes había tenido México una oportunidad tan estupenda para dar forma a un gran consenso democrático, pero la falta de visión y de grandeza tanto del jefe del Poder Ejecutivo como de su círculo de colaboradores —la mayoría formados en el mundo de la gran empresa privada— y de la clase política en general, la dejó pasar.


El año 2000 no desembocó en un nuevo marco legal sino en la permanencia de casi todo lo anterior, desde las personas hasta las instituciones y, sobre todo, los patrones culturales. Aunque en el México actual el término “cambio” se ha usado ad nauseam, el cambio ha resultado mucho menor de lo esperado: la vida económica sigue sin vitalidad, la estructura social está tan desequilibrada o más que antes, la estructura institucional mantiene su ineficacia, la distancia económica y mental que separa a la clase política del grueso de la sociedad sigue siendo enorme, lo mismo que la corrupción de políticos y administradores. El cambio no llegó, al menos no en la forma que se prometió y que despertó la imaginación de los muchos.


Lo alcanzado. De todas maneras, e independientemente de sus resultados, la hazaña democrática del verano mexicano del año 2000 no fue poca cosa. Una mayoría ciudadana pudo entonces confrontar y derrotar casi sin violencia al sistema autoritario más exitoso del siglo XX. Desde luego que entre 1988 —el inicio de lo que se llamó la insurrección electoral— y el 2000, el PRD y el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) se vieron obligados a pagar un tributo de sangre para el desarrollo político mexicano, pero dada la historia política mexicana, la situación hubiera podido ser mucho peor. En estricto sentido el régimen mexicano que dejó de existir al cambiar el siglo, había nacido antes que el PRI, en 1916, cuando Venustiano Carranza logró imponerse por la fuerza sobre sus adversarios externos e internos. Desde entonces y hasta el año 2000, el poder y los mecanismos de transmisión de éste siempre se mantuvieron dentro del mismo círculo y todas las elecciones, salvo las últimas, fueron mera forma sin contenido, pues no existió posibilidad real de alternancia de partidos. Esto significó que el sistema autoritario que gobernó a México de forma ininterrumpida a lo largo de casi todo el siglo XX, nació poco antes de que Lenin y los bolcheviques tomaran el poder en Rusia y pudo mantener su monopolio por casi un decenio después de la desaparición de la URSS. Para el año 2000, otros sistemas autoritarios similares al mexicano, como el de Ataturk en Turquía, el de Franco en España o el de Salazar en Portugal, ya habían sido archivados por la historia y los que siguen vigentes aún tienen que sobrevivir dos o tres decenios más antes de poder superar el record establecido por los líderes victoriosos de la Revolución mexicana y sus herederos directos, los priístas.


Hoy. A siete años de la histórica jornada electoral y democrática de 2000, México no se encuentra en el sitio donde se supondría que ya debería estar: en una etapa avanzada de la consolidación democrática. En 2007 el Poder Ejecutivo lo ejerce el representante de un partido de derecha —el PAN— que oficialmente en las elecciones superó a su rival de izquierda —al de la coalición encabezada por el PRD— por menos de 1% del voto total. Sin embargo, lo realmente difícil no es que la Presidencia mexicana esté en manos de quien obtuvo apenas una mayoría relativa de 35.89% de los votos válidos emitidos, sino que quien quedara en segundo lugar por apenas un medio por ciento de diferencia —el candidato del PRD— no comparte su proyecto y se niega a reconocerle legitimidad al nuevo gobierno porque, sostiene, el proceso mismo de la elección no fue legítimo. El derrotado aduce que hubo inequidad en la contienda y un final fraudulento. Y aunque esta última acusación no ha sido efectivamente probada, su formulación cae en un terreno históricamente propicio, muy propicio, para el crecimiento de la sospecha.


La acusación de fraude aún tiene que ser probada pero la de inequidad no. Está en primer lugar, y es al final de la dura jornada de 2006, cuando el máximo órgano electoral —el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación— declaró ganador al panista, pero en el proceso se vio obligado a reconocer explícitamente que durante la campaña electoral el presidente saliente —Vicente Fox— y una poderosa organización empresarial —el Consejo Coordinador Empresarial— actuaron de manera parcial, ilegal e ilegítima, aunque no fue posible determinar hasta qué grado influyeron en el resultado final.3


En su momento, el candidato de la izquierda, Andrés Manuel López Obrador, exigió que ante una diferencia tan reducida —0.56%— era necesario proceder a un recuento de “voto por voto y casilla por casilla” pues de lo contrario las sospechas y dudas de los supuestamente derrotados en relación con el conteo inicial se transformaría en certeza y en un rechazo hacia el nuevo gobierno, al que tratarían como ilegítimo. Sin embargo, el ganador oficial de la elección presidencial —Felipe Calderón—, su partido, el PAN, y el tercero en discordia, el PRI —históricamente condicionado a ser un aliado condicional de quien quiera que tenga el poder— y los “poderes fácticos” —grandes empresarios, la mayoría de los medios de información, las iglesias— se opusieron al recuento y, para sorpresa de pocos, la estructura legal los respaldó. La reacción de la izquierda fue el rechazo a la validez del resultado de la elección, la promesa de movilizaciones en contra y la consolidación de una gran fractura política.


Una explicación. ¿Por qué en 2000 el proceso electoral funcionó como se suponía y en condiciones aparentemente más favorables en 2006, no? En buena medida porque el margen entre el primer y el segundo lugar fue amplio: 6%. En segundo lugar porque el gobierno había tomado la decisión de no volver a imponerse a costa de la credibilidad, pues su déficit en este campo ya era enorme. La tercera razón, la más importante, está en la diferencia de los intereses en juego. En el 2000, la lucha fue entre Francisco Labastida, el priísta, y Vicente Fox, el neopanista. Todas las encuestas mostraron que esa vez el candidato de la izquierda, Cuauhtémoc Cárdenas —candidato por tercera vez consecutiva— ya no tenía posibilidades reales de triunfo. En tales circunstancias, la contienda se convirtió en una lucha entre dos personajes contrastantes pero con proyectos de clase muy semejantes. En efecto, desde 1989 el PRI y el PAN habían empezado a negociar con éxito sus diferencias de principios y de programas de gobierno hasta casi eliminarlas. De esa manera, lo que estuvo en juego entre la derecha autoritaria priísta y la derecha supuestamente democrática del PAN, fue una diferencia de estilos e historia pero no de propósito. De antemano se sabía que ganara quien ganara entonces, el resultado no significaría diferencias sustantivas en las políticas económicas, sociales o externas. Por ello los poderes fácticos aceptaron sin grandes dificultades la victoria panista: no implicaba ningún cambio sustantivo y sí una evidente ganancia de legitimidad que pondría fin al déficit generado por el PRI en ese campo.


En contraste, en 2006 las posibilidades de triunfo del PRI en la disputa por la Presidencia eran nulas. Desde muy pronto la lucha se planteó no como una simple alternancia entre PAN y PRD en la Presidencia, sino como una competencia entre derecha e izquierda por el futuro inmediato del país. Como señalara Joseph Schumpeter en 1942, la esencia de una contienda democrática se da combinando no sólo elecciones libres y justas sino, además, plataformas que impliquen diferencias no sólo de candidatos sino de políticas. Desde esta perspectiva, la de 2006 fue lo más cercano que México ha estado nunca de una democracia política efectiva. Y ese fue justamente el gran problema.4 Precisamente porque desde muy pronto las encuestas indicaron que la izquierda con López Obrador a la cabeza tenía muchas posibilidades de ganar, Vicente Fox en unión abierta y explícita con el PRI, intentó en el 2004 anular esa candidatura mediante el desafuero del entonces jefe de Gobierno del Distrito Federal. Cuando una gran movilización social hizo fracasar ese intento, entonces se uso todo el poder de la Presidencia para desacreditar al personaje. A su vez, el PAN y los poderes fácticos echaron toda la carne al asador —especialmente mediante una bien diseñada campaña de miedo— para evitar la victoria de López Obrador y asegurar la continuidad colocando a Calderón en la Presidencia. Finalmente, por esa misma razón se negó lo que en otras latitudes en circunstancias similares hubiera sido el sello de legitimidad incuestionable: ante lo cerrado de los resultados electorales, el recuento de los votos.


En suma. Lo que hoy tiene México es una oposición desafecta aunque no violenta. Esta actitud de la izquierda es producto de su experiencia en su dura lucha contra el sistema autoritario mexicano y que hoy se traslada a su enfrentamiento con la derecha en el poder. Esta derecha, por su parte, mantiene una actitud y lenguaje reminiscentes de una etapa supuestamente superada, la de la guerra fría. Y aquí viene bien a cuento la hipótesis de John Lewis Gaddis, profesor de Yale: una de las consecuencias de la guerra fría en Estados Unidos fue desarrollar una peligrosa doble moral: lo que no era éticamente aceptable como parte del juego político interno sí lo era fuera; en nombre de una defensa de los “valores occidentales” se permitió emplear con sus adversarios conductas que negaban esos valores.5 Algo muy parecido ha ocurrido en la lucha política mexicana actual: en defensa de la democracia la derecha sacrificó el principio de fair play en la contienda electoral, algo que no es precisamente la mejor vía para consolidar una democracia recién nacida y sin ningún precedente en la historia mexicana.





El Colegio de México, abril de 2007













LA AGENDA INTERNA

















INVENTARIO DEL FOXISMO






El desperdicio de una oportunidad histórica


En México todo viejo régimen tarda mucho, demasiado, en morir. Nuestro país dejó de ser colonia en 1821, pero las relaciones de poder entre las clases sociales siguieron siendo las mismas por un siglo más. Porfirio Díaz cayó en 1911 pero la estructura latifundista —la característica central de su régimen— sobrevivió hasta que Lázaro Cárdenas le puso fin un cuarto de siglo después. Algo similar ocurre hoy: formalmente el régimen autoritario del PRI llegó a su fin a partir del año 2000, pero en la realidad sigue vigente en áreas clave de nuestra vida pública.


Muchos de nuestros actuales problemas políticos se pueden explicar por la persistencia de conductas y actitudes forjadas en la vieja antidemocracia. Y para comprobarlo no tenemos más que volver la vista a la persistencia de la corrupción pública, a la resistencia al cambio de estructuras, a la imposibilidad de modificar las estructuras sociales, a la persistencia del sindicalismo espurio, etcétera.


La Presidencia es una institución con responsabilidades en la mayoría de los asuntos relevantes de la vida pública: desde la conducción de la política exterior hasta el funcionamiento del correo. Sin embargo, un examen histórico de las presidencias muestra que la atención y energía del personaje que ocupa temporalmente el cargo apenas se ha concentrado en un puñado de temas; el resto ha quedado a cargo de la burocracia. Las razones de esa concentración de la atención y energía presidenciales son las circunstancias y los intereses y prejuicios del mandatario en turno. Para Benito Juárez, las prioridades le fueron impuestas por eventos imposibles de controlar: las guerras civil y externa. Para Lázaro Cárdenas, lo importante fue lograr la modificación de la estructura social por la vía de la reforma agraria. Para Miguel Alemán, lo sustantivo fue inclinar el peso del gobierno en apoyo al gran capital para modernizar al país y para hacer negocios personales. La historia de los sexenios se puede hacer alrededor de los dos o tres temas que acapararon la atención y energía de cada administración.


En el año 2000, Vicente Fox y el PAN se enfrentaron a un aparato priísta que disponía de una larga tradición en manipulación y fraude, además de considerables recursos económicos legales e ilegales. Sin embargo, Fox pudo imponerse por una combinación irrepetible de circunstancias: el desprestigio acumulado por el PRI, la falta del voluntad de su “jefe nato”, Ernesto Zedillo, para volver a intentar imponer por la fuerza lo que no se había ganado en las urnas, el entusiasmo por el PAN de una parte importante de los poderes fácticos, el gran capital, recursos importantes provenientes de ese sector vía los Amigos de Fox y, finalmente, una buena dosis de intensidad inyectada por el candidato neopanista gracias a un discurso desbordante de optimismo, estridente y desusado cuyo blanco era la corrupción histórica del PRI y su objetivo, una nueva moral pública.


En suma, al concluir el siglo XX la poderosa pero desmoralizada maquinaria del PRI fue derrotada por la combinación de la voluntad democrática con una “contramaquinaria” armada por los foxistas, es decir, administradores de empresas privadas metidos a políticos. El voto útil que parte de la izquierda dio entonces a Fox se explica porque la emoción generada por la proximidad del fin del autoritarismo desbordó las viejas reticencias ideológicas de los progresistas frente al PAN.


El primer sexenio de la democracia mexicana, presidido por Vicente Fox, fue el de la gran oportunidad para encauzar por la vía electoral el descontento acumulado como consecuencia de la vieja y creciente inequidad en la distribución de cargas y recompensas en la sociedad mexicana. Sin embargo, la imprudencia o voracidad de la Presidencia —la idea de que Fox fuera sucedido por su esposa— y, sobre todo, el no poner los valores democráticos por encima de los intereses de clase o grupo y la falta de visión de largo plazo del grupo gobernante parecieran haber acabado con la posibilidad de canalizar por el camino correcto a la aún embrionaria y no consolidada democracia política mexicana.


En un ambiente de crecimiento económico marcado por la mediocridad desde hace casi un cuarto de siglo y donde la concentración del ingreso sigue el patrón estadunidense —10% de los más afortunados se quedan con las dos quintas partes del ingreso disponible y 10% de los menos afortunados con menos de dos décimos—, era fundamental darle una oportunidad electoral real a los perdedores sociales de siempre para garantizar su lealtad al supuesto “nuevo orden”.


Al despuntar la democracia política hubo la posibilidad de crear y afianzar en el “México profundo” la idea de que, a diferencia del sistema económico, el político no tenía como objetivo central mantenerlos controlados y excluidos. Un verdadero apego a las reglas y al espíritu democrático pudo haber logrado que, pese a todo, los que han sido dejados socialmente atrás, comprometieran su lealtad con el arreglo político institucional vigente, pues quedaría claro que ya no eran vistos por los poderosos como irrelevantes o como “clases peligrosas”.


Una vez que el nuevo equipo se acomodó en la Presidencia, anunció numerosas reformas. Sin embargo, una combinación de impericia, resistencias y falta de voluntad, hizo perder el impulso al cambio. Debió ser en algún momento de 2002 o de 2003, cuando los flamantes ocupantes de Los Pinos decidieron que su verdadero proyecto transexenal no debía ser el cambio sustantivo, sino que los esfuerzos del gobierno, en unión con algunos de los poderes de facto, deberían dirigirse a algo más factible y redituable a nivel personal, de grupo e ideológico: impedir la alternancia un sexenio más y preservar el poder del gobierno federal dentro del círculo panista (y de sus numerosos aliados priístas) y, sobre todo, de los grandes intereses económicos que simpatizaban y sostenían a dicho círculo.


En México las bases sociales de la derecha —los sectores medios— son casi raquíticas y para 2003 la izquierda ya había logrado una penetración significativa entre las mayorías pobres, y por ello había una alta probabilidad de que en 2006 las urnas le dieran la responsabilidad de dirigir la siguiente etapa sexenal a la izquierda. Un cambio de esa naturaleza hubiera desplazado al PAN de los puestos de la alta burocracia federal, pero difícilmente hubiera puesto en peligro los intereses centrales y de largo plazo del gran capital nacional y extranjero, de la Iglesia católica o de la clase media, como ha quedado claro en casos como los de Chile, Brasil o Uruguay, porque el sistema económico mundial imperante sólo permite adecuaciones, pero de ninguna manera aceptaría como viable un cambio del modelo económico.


Una derecha realmente moderna, no monopólica y con confianza en sí misma y en su visión del mundo, no tendría por qué temer a un posible triunfo electoral de la izquierda y, en cambio, hubiera podido usar esa coyuntura para solidificar el compromiso de la izquierda y de las mayorías populares con las instituciones de la “democracia burguesa”. Una derecha inteligente y con visión de largo plazo hubiera sabido sacar provecho del juego de las elecciones efectivas, pues la incertidumbre inherente al juego electoral está más que compensada por la certidumbre que da lograr que las mayorías pobres acepten la legitimidad de las reglas de un capitalismo inclemente y voraz, pero, a la vez, respetuoso del orden jurídico. De haber habido en México un conservadurismo ilustrado, quizá no hubiera habido la clase de problemas políticos que hoy dominan la escena mexicana porque el IFE hubiera sido transparentemente imparcial y el presidente o el Consejo Coordinador Empresarial no hubieran actuado de la manera escabrosa como lo hicieron.


Una derecha que realmente confiara en su sociedad hubiera visto con cierto alivio que la izquierda relevara al PAN en la conducción del país y se enfrentara a la dificultad de hacer realidad las políticas redencionistas de su propio discurso opositor. Por otra parte, para esa izquierda el triunfo en las urnas hubiera sido ganar “la rifa del tigre”, pues no es otra cosa el gobernar un país con casi la mitad de su población clasificada como pobre, con una economía que lleva ya más de dos décadas de no poder superar su crecimiento, cuyo promedio anual es de apenas 0.7%, con una demanda insatisfecha de empleo que se refleja, en parte, en la explosión del mercado informal y la migración hacia Estados Unidos. Ese tigre es el combate a una corrupción endémica, a un crimen organizado en ascenso y a una serie de redes de narcotraficantes que una y otra vez ha rebasado al gobierno.


Tarea de Hércules es lograr fortalecer un fisco que apenas si consigue recaudar 12% del PIB y que, por tanto, tiene que extraer recursos de un PEMEX cada día más agotado, al punto que está llevando a la muerte a la gallina de los huevos de oro. También difícil es tener que enfrentar a los grandes monopolios que el Banco Mundial responsabiliza de la pobreza, la mala distribución del ingreso y de la falta de competitividad global de México. Si esa derecha inteligente hubiera existido, no se habrían cargado de manera tan evidente los dados electorales y se hubiera acelerado el cambio para asegurar la lealtad de los menos beneficiados a las instituciones y a las reglas donde finalmente el gran capital tiene enormes ventajas estructurales.


Vicente Fox, a pesar de encabezar lo que parecía ser un cambio histórico de régimen, no supo o no quiso articular ningún gran discurso, pese a que la democracia le hubiera dado materia de sobra. Incluso sólo lograr la consolidación de la democracia política ganada en el 2000 al autoritarismo priísta debió haber sido el rubro que concentrara el grueso de su atención, tiempo y energía. En el inicio, y no sin contradicciones, pareció empeñado en hacer justamente lo que se esperaba de él, pero luego cambió. Al final, el primer presidente panista se limitó a instalarse en lo que había sido lo suyo como manager de una gran empresa (Coca Cola): el marketing, los spots y el rating.









El eterno combate a la pobreza



Desde una perspectiva de largo plazo, no hay nada más importante que reafirmar el compromiso de persistir en la hasta hoy infructuosa, pero irrenunciable, batalla de México contra lo que ha sido parte de una indeseable esencia: la pobreza masiva. Históricamente, la sociedad mexicana está muy marcada por la forma en que sus clases dirigentes han generado, sostenido, justificado y finalmente enfrentado, sin éxito, a la pobreza y a la desigualdad extremas. México no podrá considerarse una auténtica sociedad nacional, mientras no logre vencer a ese viejo enemigo que lo ha acompañado a lo largo de toda su historia.


Por siglos, en Occidente y en otras civilizaciones, la pobreza extendida fue vista como parte del orden natural. Algo sobrevive de esa visión, pero hoy la explicación dominante es ya la opuesta: el infortunado binomio miseria y desigualdad no es algo inevitable; sus causas son sociales, por lo que se puede actuar para modificarlas.


Justamente al inicio de nuestro nuevo siglo, un conjunto de 188 países se propusieron alcanzar en el año 2015, dentro del marco de las Naciones Unidas, las llamadas “Metas de Desarrollo del Milenio”. La primera y más importante es la erradicación de la pobreza y el hambre. Seguramente el fin buscado no se logrará en la fecha deseada, pero lo importante es que su búsqueda esté avalada ni más ni menos que por el Banco Mundial (BM), una institución que refleja bien las posiciones de Estados Unidos, la potencia mundial dominante. Se trata, al parecer, de una decisión tomada al más alto nivel, para combinar la economía de mercado con “políticas públicas” encaminadas a limar las peores e inevitables asperezas sociales que la acción de ese mercado produce. Es una admisión implícita de algo que fuera del BM se sabía desde hace tiempo: por sí sola, la famosa “mano invisible” del mercado no produce bienestar para todos.


Cualquiera sabe quién es pobre con sólo verlo, pero no está de más una definición. Al hacer su estudio sobre Indonesia en el 2001, el BM señaló: “La pobreza es una idea: una idea política y social que refleja las esperanzas y aspiraciones de una sociedad. La pobreza es lo que esperamos eliminar”. Estupenda definición, pero si se requiere una más formal, entonces se puede recurrir a la del informe del propio BM sobre México: “la carencia de lo que una sociedad considera como el mínimo básico en términos de la gama de dimensiones que constituyen el bienestar”. Esta última tesis introduce el carácter relativo e histórico del término, pues se le hace depender de la sociedad y de la época. En cualquier caso, la carencia relativa tiene efectos morales, pues la pobreza propicia una mengua de la autoestima, de la imagen que el individuo tiene de sí mismo. Con frecuencia, esto es su elemento más dañino y el motivo definitivo para combatirla.


Una manera de empezar a entender la naturaleza del problema es enfrentar al mundo de las cifras. El expresidente Vicente Fox declaró en su momento que la pobreza extrema había disminuido de manera notable bajo su gobierno. Pero la otra cara de la medalla se tiene al examinar la distribución del ingreso; de acuerdo con cifras del BM, en México 10% de los más acomodados recibe 43.1% del ingreso total disponible en tanto que 20% de los más pobres sobrevive con apenas 3.1% de ese ingreso.


La desigualdad se puede medir de muchas maneras. Un indicador interesante es la educación formal. Desde la época clásica, se consideraba que la educación era un buen instrumento para disminuir la desigualdad social. La sociedad justa era la que daba a todos los jóvenes las mismas oportunidades de educación, de manera que, en principio, todos tengan la posibilidad de labrarse un lugar en la sociedad en función de sus menores o mayores capacidades y esfuerzos individuales. En México, y según datos del Banco Mundial, 10% de los mexicanos más acomodados tiene, en promedio, cuatro veces más educación formal que 10% de los más desafortunados. Si a lo anterior se le agrega la calidad, entonces la educación entre nosotros es un factor más de desequilibrio.


En buena medida, la pobreza masiva es resultado directo o indirecto de decisiones políticas, y esto se hace evidente si se toma como definición de política la propuesta por David Easton: “la asignación de valores por la vía del ejercicio de la autoridad pública”. Y toda estructura de autoridad pública, lo mismo que sus reglas y valores, es resultado del juego de poder. Por tanto, a ella está estrechamente ligada la pobreza.


En México, la pobreza y la desigualdad son fenómenos históricos, que se han reproducido de generación en generación. Ya la estructura social prehispánica era notoriamente inequitativa, y la colonial fue tan o más brutal en su división entre poderosos y sin poder. Sin embargo, la catástrofe demográfica del siglo XVII y la disrupción en la distribución de la tierra en favor de los conquistadores y sus descendientes, la introducción de la economía de mercado y tipos inéditos de trabajo, como las minas, los obrajes y las plantaciones, crearon la pobreza en el sentido moderno, occidental.


Los pobres coincidieron entonces con la masa indígena, pero no exclusivamente, lo compartieron con una buena parte de esos cuyo lugar social no estaba pensado: los mestizos. Y es aquí donde viene a cuento la observación “objetiva” de un observador extranjero particularmente bien capacitado para ello: Alexander von Humboldt. En su Ensayo político sobre el reino de la Nueva España,1 el prusiano señala, citando al obispo santanderino fray Antonio de San Miguel, que







la población de la Nueva España se compone de tres clases de hombres, a saber: de blancos o españoles, de indios y de castas. Yo considero que los españoles [peninsulares y criollos] componen la décima parte de la masa total. Casi todas las propiedades y riqueza del reino están en sus manos. Los indios y las castas cultivan la tierra; sirven a la gente acomodada y sólo viven del trabajo de sus brazos. De ello resulta entre los indios y blancos esta oposición de intereses, este odio recíproco que tan fácilmente nace entre los que poseen todo y los que nada tienen, entre los dueños y los esclavos […]





Humboldt también advirtió que la desigualdad mexicana era extrema, incluso mayor que las de otras partes del imperio español en América. Así, señala:







[…] cuando se consideran separadamente las fortunas de algunos particulares, me inclinaría a creer que ha habido un bienestar más verdadero en Lima que en México, porque allí es mucho menor la desigualdad de fortunas.





En suma, de 6 millones de habitantes de la Nueva España, 600 mil concentraban la riqueza y casi todo el resto, la pobreza.


El siglo XIX ni quiso, ni pudo, ni supo qué hacer con los pobres. En 1906, Andrés Molina Enríquez señaló que la característica del cuerpo social mexicano era lo grotesco: extremidades enormes (los pobres), tórax de enano (la clase media) y cabeza minúscula (la oligarquía).2


La Revolución mexicana fue el primer movimiento político que puso a la pobreza y a su combate, como su razón de ser y la justificación de su violencia contra el antiguo régimen. Nadie mejor que un caudillo popular revolucionario como Francisco Villa para presentar el punto según lo dictado en 1914 a un colaborador, Luis Aguirre Benavides. El caudillo norteño inició su relato autobiográfico presentándose como uno más







[…] de los infortunados niños que nacen en la gleba, que ahí se desarrollan, que ahí en los surcos y entre los matorrales reciben las primeras impresiones de la existencia, no es una alborada risueña de la vida: es ya la lucha, la lucha que se presiente, la lucha que se avecina y que fatalmente ha de coger entre los infinitos engranajes de su complicado mecanismo esos organismos mal nutridos y esos intelectos atrofiados y esos instintos mal dirigidos, que nacen y viven y mueren dentro del infierno continuo de la servidumbre y de la abulia.3





Es esa miseria producto de la injusticia lo que, aseguró Villa, le lanzó a la lucha y a un esfuerzo por ponerle fin mediante el uso de instrumentos políticos.


Para cuando la Revolución concluyó, en 1940, José Iturriaga, en el primer esfuerzo académico por medir el avance del movimiento de 1910 en la lucha contra la pobreza masiva, señaló que la velocidad del cambio no era la deseable pero que su dirección era la correcta: la densidad de las clases altas y populares no había cambiado mucho entre el viejo y el nuevo régimen, pero la novedad era que las clases medias mexicanas se habían duplicado al pasar de 7.78% en 1895 a 15.87% en 1940.4 El optimismo de Iturriaga se confirmó hasta 1982, pero a raíz de la crisis del modelo económico que tuvo lugar entonces, la situación cambió y se reinició el aumento de la pobreza y de la concentración del ingreso (el decil más alto pasó de tener 38.05% en 1984 a 48.93% en 1989). La clase media perdió espacio.5


Es posible que en los últimos años la tendencia al aumento en la pobreza en México se haya revertido un tanto, lo mismo que la desigualdad en la distribución del ingreso,6 pero no en la proporción que el sentido de la equidad y de nuestra propia historia demandan.


La clase política mexicana pareciera estar hoy dedicada a consumir su energía en sus propios asuntos, sin responder a las demandas sociales de fondo. La lucha entre los profesionales de la política dentro de cada partido y entre los partidos —una disputa que ya es feroz, pero que amenaza con serlo aún más— no ha dejado el espacio necesario para la discusión y reflexión en torno a los grandes problemas nacionales. Sin embargo, es evidente que la mala conducción política, el mal desempeño de la economía en materia de crecimiento en los últimos cuatro sexenios y la resistencia del actual modelo de mercado a la creación de empleos formales no permiten ser optimistas con respecto a las posibilidades de ganarle terreno de manera significativa a uno de los principales enemigos históricos de México: la pobreza y la desigualdad. Y sin embargo, hay que insistir e intentarlo, pues el futuro de nuestra democracia estará en la cuerda floja mientras persista la oposición entre la igualdad teórica en el terreno político y el cúmulo de carencias y la notable desigualdad en el terreno de lo social.


A estas alturas y para sociedades como la nuestra, la gran cuestión es saber si es posible salir y cómo de la condición de marginalidad o subdesarrollo en que la historia nos colocó, al menos desde el siglo XVI. La mayoría de los países que conforman el sistema internacional actual pueden ser clasificados como pobres. Prácticamente todos ellos han vivido en esa condición en el pasado y no hay signos que nos permitan suponer que la mayoría pueda dejar de serlo en el futuro previsible. En la perpetuación de esta condición de pobreza relativa, pareciera funcionar una especie de maldición histórica: sólo a un puñado de aquellas sociedades nacionales que no tuvieron la oportunidad de convertirse a tiempo en centros dinámicos del capitalismo, le será dado superar su condición actual de marginalidad. Las fuerzas de la globalización económica operan en el sentido de mantener, sino es que de acentuar, la actual división entre pobres y ricos.


Examinando la dinámica del actual sistema económico mundial, es viable suponer que China o la India podrán romper en algún momento del siglo XXI el círculo vicioso en que les metió la historia. Ambos gigantes asiáticos tienen buenas posibilidades de volver a ingresar al grupo de los ganadores —alguna vez fueron sede de prósperos imperios—, pero desde aquí la gran pregunta es si México también podrá hacerlo. Ha pasado ya casi un cuarto de siglo desde el gran desplome de la economía mexicana y, como país, seguimos sin encontrar la salida del laberinto del estancamiento en que entonces nos metimos. Evidentemente, no podemos dejarnos ganar por el desaliento, pero tenemos la obligación de ser realistas en relación con nuestras posibilidades de colocarnos en el ciclo virtuoso del desarrollo sostenido, pues éstas son ya muy pocas y nuestras elites dirigentes no parecen tener conciencia de la magnitud de su responsabilidad histórica.


Hace casi 40 años fue en Biafra como resultado de una guerra civil, luego Etiopía, por la misma causa, y ahora le tocó el turno a Níger, una república africana, al sur de Argelia, sin salida al mar y formalmente democrática desde hace seis años. Una parte de sus poco más de 12 millones de habitantes se está muriendo de hambre. Las primeras víctimas son los niños, luego los ancianos y al final el resto. ¿Cuáles son las causas de esta concentración de males como el hambre, la desnutrición o el estancamiento económico prolongado en unas zonas del planeta y no en otras? Jared Diamond, un fisiólogo y geógrafo que no se arredra ante las grandes preguntas, intentó una compleja respuesta que parte del supuesto que la inteligencia está igualmente distribuida en todos los continentes, etnias y épocas. En un libro ganador del premio Pulitzer,7 Diamond extiende su mirada a los últimos 13 mil años para responder a la sencilla pregunta que hace mucho le hizo un indígena de Nueva Guinea: ¿por qué los blancos tenían más bienes materiales que los nativos si, finalmente, no eran más inteligentes unos que otros? La respuesta, tentativa, desde luego, la centra Diamond en cuatro conjuntos de factores ambientales y sus efectos a través de los milenios. Esos factores, en particular la latitud de la gran masa euroasiática, le dieron a esa región una enorme delantera en diversidad biológica y, por tanto, en plantas y animales factibles de domesticar, lo que le permitió alimentar una mayor población. Eso, y la ausencia de grandes accidentes geográficos, facilitó el flujo migratorio y el intercambio cultural, todo lo cual con el correr de los milenios devino en una ventaja en materia de organización y armamentos que al final le permitió a Europa y sus extensiones en otros continentes —notablemente a Estados Unidos— convertirse en el centro del sistema de dominación mundial, posición que mantiene hasta la fecha, aunque quizá pronto la tenga que compartir con sus vecinos asiáticos: China y la India.


En el siglo XIX, y como una variante de la idea europea del progreso, el socialismo anunció que la superación del capitalismo a nivel mundial era tan justo como inevitable. Ello permitiría en un futuro impreciso pero seguro reordenar racionalmente al conjunto social planetario de manera que desaparecería no sólo el imperialismo sino la explotación misma del hombre por el hombre, y con ella la dominación y la oposición entre pobres y ricos. Se daría inicio a la verdadera historia humana, una donde el “reino de la necesidad” quedaría sustituido por otro donde la naturaleza sería dominada y cada ser humano dispondría de los recursos para desarrollar, en libertad y por primera vez, todas sus potencialidades.


El optimismo decimonónico se fue perdiendo como resultado de la brutal confrontación con la realidad, al punto que hoy apenas si quedan trazas de la utopía. Ya nadie se empeña en sostener que es posible acabar con la histórica división entre ganadores (pocos) y perdedores (muchos) y, menos, trascender el “reino de la necesidad”. Hoy, la utopía es tan modesta que apenas si es utopía: disminuir la pobreza, auxiliar a las víctimas de las hambrunas, moderar el ritmo de destrucción del medio ambiente y alejar la relación entre las naciones de la lucha propia del “estado de naturaleza”.


A pesar de que la meta deseable del siglo XXI es muy modesta, parece casi imposible de alcanzar. De los documentos y declaraciones de las grandes organizaciones mundiales, tales como Naciones Unidas o el Banco Mundial (BM), se desprende que la política deseable sólo consiste en reducir —no en revertir— las tendencias actuales, esas que están haciendo que los ricos sean cada vez más ricos y que los pobres sean cada vez más pobres, lo mismo dentro de cada país como entre los países. En sí misma, la demanda se basa tanto en el concepto universal de justicia como en la necesidad de evitar que la frustración de los perdedores de siempre se convierta en violencia contra los ricos. Sin embargo, pese a lo legítimo del objetivo, los mecanismos que hoy rigen a la economía global hacen casi imposible lograrlo, al menos eso es lo que se desprende de las cifras y del análisis de Branko Milanovic, un economista y funcionario del BM.8


Milanovic usa a fondo los bancos de datos del BM sobre el ingreso de los hogares y de su distribución en el mundo, y termina por dar apoyo, aunque no lo quiera, a quienes sostienen una visión pesimista sobre la relación entre la justicia y la equidad y la naturaleza del desarrollo actual.


Según las cifras del BM —una organización que funciona según las reglas del capitalismo, pero ilustrado, si es que tal cosa existe— en el 2001, mil 100 millones de personas —20% de la población mundial— tenían que arreglárselas con ingresos promedio equivalentes a lo que se podía adquirir en Estados Unidos con un dólar diario. En total 2 mil 700 millones de personas sobrevivían con el equivalente a dos dólares o menos, al día. En 2004, según las agencias especializadas de las Naciones Unidas, 852 millones de personas sufrían de hambre crónica y casi la mitad de la población infantil mundial experimentaba alguna carencia elemental que incidía negativamente en sus posibilidades de desarrollo.


De acuerdo con Milanovic, si se toma el ingreso promedio per cápita de Brasil —casi el mismo que el mexicano— como el límite abajo del cual se vive en la pobreza, resulta que 77% de la población mundial es pobre. El capitalismo global —la lógica del mercado que funciona a plenitud desde la desaparición de la URSS— apenas ha permitido que 16% de la humanidad tenga niveles de vida superiores al promedio del ingreso per cápita que se tiene en Portugal; ésos son los ricos. En vista de lo anterior, aquello que se puede llamar la clase media —esa que en la sociología clásica del desarrollo se considera la base fundamental de una sociedad ordenada y digna— apenas abarca a un magro 7% de la población mundial.


En términos relativos, el número de pobres aumenta y la clase media apenas si se nota, pero los ricos, con ser pocos, vaya que sí se notan. El año pasado había en el mundo 587 mil millonarios, la suma de cuyos capitales era de 1 billón 900 mil millones de dólares; cantidad equivalente a la que se necesitaría para contratar por un año a mil millones de trabajadores de las partes más pobres del mundo. Nunca en la historia de la humanidad, tan pocos habían dispuesto del trabajo de tantos. La teoría económica clásica, la de Adam Smith, sostiene que en un mercado global y con el correr del tiempo, el capital migra de los países ricos, pero con tasas de interés bajas, a los países pobres; pero con tasas de interés altas y, en el largo plazo —y sin hacer caso del dictum de Keynes, que en largo plazo todos estaremos muertos— la distancia entre sociedades ricas y pobres se hará insignificante. Hasta hoy, la realidad pareciera no haber tomado en cuenta tan optimista teoría del capitalismo, y los que eran ganadores hace siglos siguen siendo ganadores hoy. Según Milanovic, de 1820 a la fecha, la distancia entre los países ricos y los pobres se ha más que duplicado.


Es verdad que en China, el país más poblado del mundo —mil 600 millones de habitantes—, el crecimiento económico actual es sorprendente, pero también lo es la brecha creciente que separa a los más pobres, especialmente campesinos, de los nuevos millonarios de un país que, formalmente, es socialista. Ni qué decir que las cifras del INEGI en México muestran lo mismo: que los más afortunados siguen ganando terreno a expensas de los que se encuentran en el otro extremo del espectro. Y lo mismo ocurre en Estados Unidos.


A partir de la Independencia, el proyecto nacional mexicano fue sacar al país de la marginalidad en la que le había colocado su centenario estatus como colonia de Europa y convertirlo en una potencia o, cuando menos, en un país respetable y respetado. Para José María Morelos, el proyecto también incluía como parte central disminuir la brecha entre ricos y pobres. Con la República restaurada, el Porfiriato y luego con la posrevolución, se tuvo la sensación de que, al menos en parte, ese proyecto se estaba cumpliendo, al punto que a partir de 1960 se llegó a hablar, sin ironía, del “milagro económico mexicano”. Sin embargo, hoy ese optimismo casi ha desaparecido y su lugar lo ocupa un vago sentimiento de fracaso colectivo, que a su vez es producto de la gran promesa incumplida del neoliberalismo mexicano: que la privatización y el Tratado de Libre Comercio de la América del Norte significaban intercambiar al nacionalismo económico por una dinámica de integración con Estados Unidos, que aseguraría un crecimiento igual o superior al que se había tenido en la época de oro del “desarrollo estabilizador”, es decir, un crecimiento promedio del PIB por encima de 6% anual.


El gran tema de México no puede ser otro que la urgencia de recuperar el ritmo de crecimiento y las condiciones mínimas de equidad entre las clases. Ésa es la cuestión de nuestro tiempo, la única verdadera gran cuestión: cómo lograr que México sea parte de ese puñado de países que pueden tener éxito en su esfuerzo por sacudirse la maldición histórica, y dar el gran viraje en su proceso de desarrollo. La desigualdad extrema ha acompañado a México por siglos. La continuidad de esa gran desigualdad, pese a que la Revolución mexicana se propuso combatirla, demuestra lo hondo de su raíz. La nuestra fue y sigue siendo una sociedad montada en una profunda diferencia entre la parte superior y la inferior de la pirámide social.


En un informe que presentó el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, se califica a nuestro país como uno de los menos equitativos del mundo. Así, mientras Vietnam es puesto como un ejemplo en la erradicación de la desigualdad, México lo es de lo contrario: de su persistencia.9 La desigualdad extrema ha acompañado al país por siglos, y hasta ahora nada indica que México y pobreza dejen de ser sinónimos.








¿Pensión al sistema de pensiones?


Un problema apenas asumido durante la administración foxista fue replantear la forma y contenido de todas las pensiones y servicios que otorga el Estado. Lo anterior requiere presentar una buena opción, decidirse a afectar intereses creados y, sobre todo, plantear bien el problema, para generar apoyo ciudadano a la reforma. En el decenio de los años cuarenta del siglo pasado, cuando nació el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), el grupo de mexicanos de 65 años o más no llegaba a ser ni 3% de una población de poco más de 20 millones, en tanto que los menores de 15 años —los trabajadores del futuro— superaban 40%. México era un país de jóvenes, con una esperanza de vida al nacer que apenas rebasaba los 40 años. En esas circunstancias, dar forma a un sistema de pensiones generoso para aquellos empleados en la economía formal —una minoría en un país rural— a través del IMSS fue una decisión que tuvo bajos costos, pero generó un buen capital político al régimen. Seis decenios más tarde, ese arreglo ya es muy difícil de mantener y será imposible para el año 2050, pues entonces no sólo habrá 132 millones de mexicanos, sino que 25% de ellos tendrá 65 o más años de edad —muchos podrán jubilarse—, pero su esperanza de vida superará los 80 años, en tanto que la siguiente ola de contribuyentes, los menores de 15 años, serán apenas 15 por ciento.


Hoy, el sistema público de pensiones de México está en tan malas condiciones que hace ya tiempo que se le debería haber jubilado y sustituido por otro más adecuado a la realidad presente y por venir. En realidad, esa sustitución ya está en proceso, pero no en la forma ni a la velocidad que demandan la sensación de urgencia y el sentido de justicia.


De tiempo atrás, actuarios, demógrafos y otros profesionales en el campo de los sistemas de retiro vienen advirtiendo que la discusión del sistema público de pensiones debe entrar en la agenda de los grandes problemas nacionales y en uno de los primeros lugares. Los que hoy suenan la alarma advierten que desde hace tiempo los números simplemente no cuadran, y que en poco tiempo México —como otros países— no va a poder hacerle frente a un problema mucho mayor que el creado por el Fobaproa o el IPAB. En efecto, si hoy la deuda del IPAB representa 11% del Producto Interno Bruto (PIB), el déficit del sistema de pensiones del IMSS equivale casi al triple. Y si se toma el total comprometido por todo el sistema de pensiones (ISSSTE, PEMEX, CFE, etcétera), ese monto ya supera el valor anual del conjunto de los bienes y servicios producidos en el país. Y eso no es lo peor, sino que, de no tomarse ya medidas para resolver el problema, el déficit va a seguir en su carrera ascendente hasta desembocar en una bancarrota total.


Fue en el sector militar donde se inició el sistema de retiro y pensiones. Ya los legionarios romanos, tras años de servicios al imperio, podían esperar un buen sistema de retiro. La Europa que vio nacer al Estado moderno tuvo que adoptar la misma lógica. El actual sistema de pensiones civiles es algo más reciente, es una criatura del Estado benefactor, es decir, de la necesidad de los gobiernos de la revolución industrial de ofrecer concesiones a las clases trabajadoras a cambio de no escuchar llamados a la revolución. Fue en la Alemania de Otto von Bismarck donde se estableció el primer sistema moderno que aseguraba un ingreso mínimo al trabajador en su vejez o incapacidad; ese fondo de pensión surgió de una contribución del propio trabajador y del patrón en sus años productivos, con el Estado como vigilante y contribuyente.


En el México del siglo XIX, mientras que el sostén de los viejos —un grupo numéricamente insignificante— correspondía básicamente a la familia, una minoría de artesanos y obreros empezó a organizar “mutualidades”. Por su parte, el puñado de instituciones públicas o privadas que funcionaban como asilos eran usadas tanto por los pobres de la pequeña clase media como los pobres en general.


Con el cambio de régimen producto de la Revolución mexicana, el Estado debió asumir una mayor responsabilidad en esta materia. Primero lo hizo con sus propios trabajadores, así que en 1925, se creó la Dirección de Pensiones Civiles de Retiro para atender a la burocracia (en 1959 se transformó en el ISSSTE). Al inicio de la posrevolución, en 1943, y remontando una oposición significativa de empresarios y de ciertos sectores obreros, se estableció el IMSS que sentó las bases para un sistema nacional de pensiones que, sin embargo, no abarcó a todos los mexicanos, ni siquiera a la mayoría, sino sólo a los ocupados en el sector de la economía formal. Pese a que las pensiones del IMSS no fueron las más generosas —ésas correspondieron a los propios empleados del IMSS, a los de PEMEX, a los del Banco de México, de la CFE e instituciones similares— crearon un sistema de privilegio frente a los trabajadores en la agricultura o en el sector informal.


Durante un buen tiempo, el sistema funcionó y fue uno de los pilares de la estabilidad del México autoritario del siglo XX. Sin embargo, ese sistema de pensiones ha pasado de ser factor de estabilidad a ser fuente de tensión e inseguridad. Así se reconoce, por ejemplo, en la Declaración de la Primera Convención Nacional Hacendaria, del 17 de agosto de 2004, al señalar:







Los sistemas de pensiones están en una situación de riesgo latente pues su déficit actuarial, en conjunto, ha alcanzado cifras equiparables al total del producto interno bruto, lo que presionará las finanzas nacionales de manera creciente y limitará, en caso de no responder de manera efectiva, la capacidad del Estado de atender su mandato fundamental en la protección social y la promoción económica.





Si un asegurado del IMSS durante 35 años aporta 8% de su salario y se retira a los 65 años de edad con una pensión igual a 50% de su último sueldo, su aportación nominal habrá sido el equivalente al sueldo recibido a lo largo de 34 meses. Lo anterior significa que al retirarse, ese asegurado le habría dado al IMSS lo ganado a lo largo de casi tres años de su vida en la fuerza de trabajo, pero a cambio contaría con atención médica y un ingreso mínimo, pero seguro por el resto de sus días. En el inicio, ese arreglo debió de haber sido muy útil para el Estado, pues pocos trabajadores llegaban a los 65 años y aún menos sobrevivían más allá de esa edad y, en cualquier caso, no por mucho tiempo. Sin embargo, gracias a la ciencia y a los propios servicios de salud del Estado, las cosas han cambiado y quien hoy se retira a los 65 años puede confiar en vivir por lo menos otros diez años y con frecuencia más. En esa primera década de retiro, el pensionado recibirá el equivalente a 300% de su contribución original; ese extra alguien tiene que pagarlo. Ese alguien es el trabajador en activo y los impuestos de todos, incluidos los de aquellos que nunca recibirán pensión. Y es aquí, en la base misma del sistema, donde está el problema práctico —los recursos— y una injusticia sustantiva que aumenta con el tiempo. En el 2003, el IMSS, por ejemplo, recibió 1.3 mil millones de pesos en cuotas y aportaciones pero tuvo que erogar a favor de sus asegurados 18 mil millones; la diferencia fue cubierta por recursos públicos; y el ISSSTE se encuentra en una situación análoga.


Es posible que si lo aportado por los trabajadores y lo aportado por los patrones y el gobierno en los decenios pasados se hubiera invertido sólo en el sistema productivo, y si la economía en vez de detener su crecimiento en 1982 lo hubiera continuado al ritmo de los años anteriores —a 6% anual—, quizá hoy el IMSS tuviera los recursos para hacer frente a las demandas, pero no fue el caso. En realidad, la institución, cuando invirtió bien esos recursos, lo hizo en la construcción de nuevas clínicas y hospitales para expandir su cobertura —inversión útil, pero que no benefició al fondo de retiro— y cuando lo hizo mal, el dinero simplemente se dilapidó. Por un buen tiempo se supuso que los beneficios de los pensionados —los trabajadores que fueron— se cubrirían con las cuotas crecientes de los trabajadores en activo, pero se hizo un mal cálculo: la fuerza de trabajo contribuyente ya no crece al ritmo del pasado y la masa de jubilados va en aumento, lo mismo que su longevidad. De ahí el problema que hoy enfrentamos.


Los jubilados no sólo requieren de pensión, sino de atención médica, y los servicios demandados por los “adultos mayores” son costosos y van en aumento. Entre 1989 y 2004, por ejemplo, los requerimientos de hospitalización de la población jubilada aumentaron en 200%. De seguir como vamos, en el año 2020 el 100% de los ingresos del IMSS se tendrán que destinar al pago de las jubilaciones, lo que es imposible. De ahí que los responsables políticos en México y en otras naciones estén proponiendo un cambio en la concepción del sistema de pensiones. Por una parte, piden cambios en las condiciones del contrato (aumentar la edad de retiro y las cuotas y disminuir prestaciones), y por la otra, acudir al auxilio del mercado y de la privatización. Fue por eso que en México se creó el Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), que empezó a funcionar en 1997 mediante las controvertidas administradoras de fondos para el retiro (afores).


La idea básica del nuevo modelo es dejar atrás el sistema colectivo y solidario para sustituirlo por uno donde cada trabajador sea el responsable de su fondo, que sigue siendo tripartita: trabajador, patrón y gobierno. De esta manera, el Estado sin abdicar del todo de su vieja responsabilidad, mete al asalariado de lleno en la lógica neoliberal, disminuye su papel y, de paso, le da a la economía privada una excelente cantidad de recursos por la vía de las inversiones que se hagan con las afores.


La idea de la individualización y privatización de las pensiones se puso en marcha en Chile, hace veinticinco años bajo la dictadura de Pinochet, y en los últimos tiempos ha entusiasmado tanto a George W. Bush, que ya busca adaptarla a Estados Unidos. Sin embargo, la realidad chilena es menos brillante de lo que sus entusiastas dicen. Allá en el sur, la primera generación bajo el nuevo sistema ya llegó a la edad de retiro, ¿cuál es el resultado? En primer lugar, sólo la mitad de la fuerza de trabajo está asegurada, luego el gobierno sigue desembolsando para compensar a los que no alcanzan la pensión mínima (que es de 140 dólares al mes). Pero eso no es todo, al comparar a los que se fueron al sistema privado con los que optaron por quedarse en el antiguo sistema, resulta que la pensión de los primeros es mucho más baja, a veces la mitad, de los segundos, lo que les obliga a seguir trabajando más allá de la edad de retiro. En fin, que los fondos de pensiones entusiasmaron a los financieros chilenos, pero no así a sus beneficiarios. Quizá por ello el ejército en su conjunto sigue sin entrar al sistema neoliberal de pensiones creado a la sombra de la dictadura militar.10


En México el sistema no puede seguir con pensiones de privilegios como las escandalosas de algunos altos funcionarios del régimen pasado. El modelo tiene que cambiar y entre más rápido mejor. Pero no se tiene que seguir el esquema chileno tal cual. Más allá de la lógica del mercado hay un mínimo sentido de justicia y equidad que no permite seguir dejando fuera a una parte de la población del sistema de pensiones, porque entonces ¿qué sentido tiene ser mexicano?








Pobreza, caciques y movimiento social: Oaxaca


En la crisis política oaxaqueña —una rebelión urbano-popular con pocos precedentes recientes en la historia mexicana— han aflorado casi todos los problemas que hoy aquejan a nuestro sistema político, de ahí la importancia del caso.


La insurrección suriana dejó de ser un hecho local y se transformó en manifestación de una patología nacional. Se llegó al punto en que ese complejo problema no se puede caracterizar sólo como el desvanecimiento de una estructura de poder local, sino nacional. Sin embargo, lo más grave de los sucesos oaxaqueños no es la falla y descomposición de las instituciones, sino la evanescencia de ese ánimo de optimismo y de confianza en el futuro colectivo que en el 2000 había traído consigo la victoria pacífica de las urnas.


Las encuestas y las movilizaciones posteriores al 2 de julio de 2006 mostraron que una parte de la ciudadanía, minoritaria pero importante, consideraba que se han violado las reglas democráticas que permiten dirimir civilizadamente las inevitables diferencias de intereses y de interpretación del proyecto nacional. Los desencantados pueden atribuir la responsabilidad de esta situación a la corrupción e incompetencia de políticos específicos y no les falta razón, pero el problema central es más serio: el mal funcionamiento de todo el entramado institucional.


El problema oaxaqueño resultó un ejemplo evidente de cómo los males estructurales heredados del viejo régimen aunados a la cortedad de miras, a la mala fe y a la ineptitud, transformaron un problema sindical y local en un embrollo que rebasó sus fronteras y que resume bien las contradicciones y defectos de líderes e instituciones para dar respuesta a las demandas de una sociedad pobre, muy desequilibrada en su estructura de clases, desconfiada del poder y agraviada por la conducta de las elites dirigentes. Por otro lado, Oaxaca también permite pensar que, pese a todo, aún no se ha perdido el impulso, desde abajo, de imaginar que es posible una condición colectiva mejor.


Como se sabe, el problema en la entidad suriana arrancó el primero de mayo de 2006 con la predecible entrega de un pliego petitorio al gobernador por parte del gremio más organizado y mejor remunerado de esa entidad: los maestros de la sección 22 del SNTE. Ante lo que consideraron una respuesta insatisfactoria, los profesores iniciaron un plantón en la capital estatal. La situación, hasta ahí normal y predecible, dio un salto cualitativo con bloqueos, megamarchas y, sobre todo, el fracaso de la “solución de fuerza” que intentó, el 14 de junio, Ulises Ruiz, el gobernador priísta.


El triunfo magisterial sobre la policía en la “batalla del 14 de junio” llevó a que otros descontentos con el gobernador —cuya elección se había efectuado dentro de la más pura tradición del PRI— se unieran a los maestros y constituyeran la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO), una gran alianza entre la sección 22 del SNTE y numerosas organizaciones sociales y municipales irritadas por la forma discrecional como el gobernador manejaba la distribución de los recursos públicos. El 2 de julio Ulises Ruiz y el PRI oaxaqueño perdieron de manera espectacular las elecciones presidencial y legislativas. La autoridad estatal ya no pudo entonces llevar a cabo la emblemática Guelaguetza (la APPO organizó la Guelaguetza alternativa, la popular) y el proceso de evaporación de los poderes estatales se aceleró, lo mismo que la constitución de una especie de gobierno por asamblea popular de la ciudad de Oaxaca.


En agosto, la APPO asumió el control de estaciones de radio y televisión, bloqueó las entradas a la ciudad y levantó barricadas en su interior. Un paro organizado por la iniciativa privada para contrarrestar a la APPO no funcionó, como tampoco funcionaron los disparos nocturnos ni los ataques esporádicos de gente del gobernador, aunque dejaron más de una docena de muertos. De nada sirvieron las reuniones convocadas por Gobernación, ni las amenazas del gobierno federal de recurrir a la fuerza. El Senado intervino sin conseguir otra cosa que el ridículo al concluir que en Oaxaca, si bien había ingobernabilidad, los poderes formales no habían desaparecido y que Ulises Ruiz, aunque ya no gobernaba, podría seguir como gobernador.


Al concluir octubre, las autoridades federales decidieron mandar a la capital oaxaqueña cuatro mil efectivos de la Policía Federal Preventiva (PFP). El gobernador pudo así regresar a la Casa de Gobierno y la federación, en un intento por alejar a los maestros de la APPO, se comprometió a dar a los educadores de Oaxaca y del resto del país ¡42 mil millones de pesos a lo largo de los próximos seis años!


Las acciones federales de fuerza y cooptación fueron hechas a destiempo. El retorno de los maestros a sus salones fue parcial y el 2 de noviembre, y tras siete horas de una fiera batalla campal en las inmediaciones de la universidad —piedras, gases, toletes, chorros de agua y químicos, bombas molotov, cohetones, heridos y prisioneros— una multitud de “appistas” obligó a la PFP a replegarse a sus bases en el centro de la ciudad.


El 5 de noviembre de 2006, y mientras el gobernador apoyado por el PRI insistía en no renunciar, una APPO sobrada llevó a cabo una nueva megamarcha en su contra que contó con contingentes de fuera del estado; el gobernador contestó el día 7 con una contramarcha de sus partidarios, que sí existen. Como bien notara The New York Times, en la antigua Antequera se vuelve a oir hablar de revolución, situación impensable apenas unos meses.11 Coronando el proceso, tres estallidos de bombas en el Distrito Federal que, según los grupos guerrilleros que los reivindicaron, son su respuesta a la acción federal en Oaxaca.


La PFP finalmente restauró el orden perdido en la capital de ese estado, pero el Poder Legislativo —un área donde el PAN necesita del PRI para iniciar su segundo sexenio en el poder— no tuvo la voluntad para ordenar la reconstrucción del poder oaxaqueño. La Iglesia católica y los empresarios —los poderes fácticos— tampoco han sabido hacerse obedecer por la parte más popular de una sociedad en la que, por unos meses, ellos dejaron de mandar.


El cuadro oaxaqueño no fue más que una expresión extrema del fracaso de la política que llevó a cabo la dirigencia de un régimen que se suponía destinado a regenerar la vida pública de México. En lo económico la inflación se mantuvo controlada pero no hubo crecimiento sustantivo ni combate a los monopolios. La competitividad disminuyó y la exportación de mano de obra a Estados Unidos se incrementó. La condición de pobreza se mantuvo en casi la mitad de la población.


En situaciones normales, problemas como el oaxaqueño se podrían haber administrado, y quizá resuelto, sin violencia. No fue el caso, por impericia y complicidades se le dejó crecer hasta convertirse en crisis.


En el Porfiriato maduro, el Cuerpo de Rurales de la Federación, más que el ejército, era el brazo ejecutor de última instancia de la política del régimen. Al concluir el gobierno de Vicente Fox ocurrió algo parecido: el ejército se mantuvo alejado del papel de represor y éste lo jugó por entero la Policía Federal Preventiva (PFP), una organización en buena medida formada por elementos transferidos del ejército.


Los rurales del Porfiriato eran un cuerpo militarizado dependientes de la Secretaría de Gobernación, muy móvil, bien montado y armado —características no muy distintas de la PFP—, que le sirvió bien a don Porfirio para apagar los fuegos sociales que estallaron con regularidad en varias partes del país a fines del siglo XIX e inicios del XX. El profesor Paul J. Vanderwood calificó a los rurales de hace un siglo como “la policía del presidente”; a la PFP le empezó a venir al pelo esa caracterización de sus antecesores.12


Es significativo que “la policía del presidente” haya sido empleada para retomar la ciudad de Oaxaca con el fin de devolver el poder a un gobernador del PRI que lo había perdido meses atrás para enfrentar una movilización social iniciada por maestros pero secundada luego por la APPO, y cuyo objetivo central era poner fin a un sistema de gobierno local cuyas raíces siguen enterradas y nutridas en una tradición premoderna y antidemocrática.


Hay estructuras poco dúctiles que para evolucionar requieren de crisis y la política mexicana pareciera ser una de ellas.


Para algunos, resultaba intolerable el secuestro al que por meses había sometido la APPO a la capital de su estado: escuelas cerradas, plantones en el centro, barricadas en las calles, cierre de oficinas de gobierno, toma de estaciones de radio, toque de queda, desquiciamiento de la actividad comercial y turística, etcétera. Sin embargo, más sorprendente resulta el secuestro que al nivel del Congreso de la Unión y del sistema político ejerció el PRI sobre el PAN al condicionar su cooperación con el nuevo gobierno panista a que se mantuviera apretado el nudo gordiano en que se convirtió el proceso político oaxaqueño, es decir, a que no se eliminara al gobernador priísta Ulises Ruiz.


Así, la posibilidad de aprovechar la crisis de Oaxaca para darle entrada a una etapa de modernización política en la entidad quedó secuestrada porque la supuesta primera fuerza política nacional, el PAN, tenía un conflicto a fondo con la segunda fuerza, el PRD, y la tercera fuerza, el PRI, sólo apoyaría a la primera en tanto en Oaxaca se sostuviera a un gobernador inviable pero priísta.


El PRI ya sin proyecto histórico sustantivo —el último fue el del “liberalismo social” de Carlos Salinas—, sin una dirigencia central fuerte y por ello en manos de sus gobernadores estatales que se desempeñan como una especie de directorio, simplemente se atrincheró para defender al colega oaxaqueño porque temía que su caída acelerara el cobro de cuentas pendientes en otro lugar. Exageraron, pero no desvariaron.


Los esqueletos que tiene el PRI en sus clósets y las cuentas pendientes que tiene con la sociedad que gobernó de manera autoritaria por tanto tiempo se han dado cita en Oaxaca, pero hubieran podido hacerlo también en Veracruz o Puebla, por poner dos ejemplos conspicuos. Y es que no sólo en la antigua Antequera se ha pospuesto el cambio político que se dio a nivel nacional en el 2000, sino también en otros estados. Al concluir 2006 Oaxaca acumulaba ya 77 años de dominio priísta ininterrumpido, pero la cifra llegaría a los 81 años si Ulises Ruiz se mantiene hasta el fin de su sexenio.


Oaxaca hoy es un ejemplo extremo de “autoritarismo subnacional”, término muy atinadamente empleado por Víctor Raúl Martínez para explicar la crisis política del estado suriano.13
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